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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA POSITIVA DE PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 70 DE 2026 SENADO

por medio de la cual se prohíbe el uso indebido del contrato sindical como mecanismo de intermediación 
laboral, se establece su eliminación progresiva y se adoptan medidas para la protección del talento 

humano en salud.

Bogotá D.C., Agosto de 2026

Presidente
ANDRÉS EDUARDO FORERO MOLINA
Comisión Séptima Constitucional Permanente
Senado de la República

REFERENCIA: Informe de ponencia positiva de primer debate al
Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado “Por medio de la cual se
prohíbe el uso indebido del contrato sindical como mecanismo
de intermediación laboral, se establece su eliminación
progresiva y se adoptan medidas para la protección del talento
humano en salud”

Respetado señor Presidente.

En atención a la designación realizada por la Mesa Directiva, y de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 156 de la Ley 5 de 1992, me permito poner a consideración el
informe de PONENCIA POSITIVA para primer debate en el Senado de la República
del Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado “Por medio de la cual se prohíbe el uso
indebido del contrato sindical como mecanismo de intermediación laboral, se
establece su eliminación progresiva y se adoptan medidas para la protección del
talento humano en salud”

Cordialmente,

DUVALIER SÁNCHEZ ARANGO
Senado de la República
Partido Alianza Verde
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE EN EL SENADO DE LA
REPÚBLICA

Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado
Por medio de la cual se prohíbe el uso indebido del contrato sindical como

mecanismo de intermediación laboral, se establece su eliminación progresiva y
se adoptan medidas para la protección del talento humano en salud

I. TRÁMITE LEGISLATIVO.

El Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado es de autoría del Senador Duvalier
Sánchez Arango. Mediante ocio CSP-CS-0775-2026 del 13 de agosto, la Mesa
Directiva de la Comisión Séptima Constitucional Permanente me designó como
ponente único de la presente iniciativa.

II. OBJETO DE LA INICIATIVA.

El contrato sindical es una gura de derecho colectivo del trabajo que permite a las
organizaciones sindicales participar en la ejecución colectiva de actividades y
servicios. Sin embargo, su utilización en la práctica ha evidenciado situaciones de
desnaturalización de esta gura, particularmente en sectores como el de la salud, en
las que, bajo la apariencia de una relación de naturaleza colectiva, se encubren
verdaderas relaciones de trabajo subordinado o esquemas de intermediación laboral
que pueden afectar el reconocimiento efectivo de los derechos de las personas
trabajadoras.

En virtud del artículo 53 de la Constitución Política, el principio de primacía de la
realidad sobre las formas impone que, cuando en la ejecución de cualquier gura
jurídica se conguren los elementos esenciales del contrato de trabajo, es decir,
prestación personal del servicio, subordinación y remuneración, deben aplicarse las
normas laborales, independientemente de la denominación formal adoptada.

En este contexto, la presente como propósitos principales:

1. Garantizar la protección efectiva de los derechos laborales de los trabajadores
frente a esquemas de intermediación laboral.

2. Establecer una ruta clara de transición hacia la eliminación progresiva de esta
gura, cuando su uso implique riesgos de precarización laboral, garantizando

la protección de las personas trabajadores actualmente vinculadas bajo estos
esquemas, así como la continuidad en la prestación de los servicios,
especialmente en sectores esenciales como el de la salud.

3. Ordenar al Gobierno Nacional la formulación de una política pública orientada
a la formalización de los trabajadores de la salud, que permitan que puedan
ejercer su función en condición de dignidad.

De esta manera, con la presente iniciativa no pretende desconocer la libertad
sindical, sino establecer límites claros frente a su utilización como un mecanismo de
intermediación laboral que termine por eludir las garantías mínimas reconocidas a
los trabajadores por el ordenamiento jurídico.

III. CONVENIENCIA Y NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY.

a. Naturaleza jurídica del contrato sindical.

El contrato sindical fue incorporado al ordenamiento jurídico como una gura de
derecho colectivo del trabajo orientada a permitir que las organizaciones sindicales,
en ejercicio de su libertad sindical, participen colectivamente en la prestación de
servicios o en la ejecución de obras a través de sus aliados. Actualmente se
encuentra regulado principalmente en los artículos 482 a 484 del Código Sustantivo
del Trabajo y ha sido objeto de desarrollo reglamentario mediante el Decreto 1429 de
2010, posteriormente incorporado al Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo,
Decreto 1072 de 2015 y modicado por el Decreto 036 de 2016.

El artículo 482 del Código Sustantivo del Trabajo establece:

“Artículo 482. Denición. Se entiende por contrato sindical el que celebren uno
o varios sindicatos de trabajadores con uno o varios {empleadores} o
sindicatos patronales para la prestación de servicios o la ejecución de una
obra por medio de sus aliados. Uno de los ejemplares del contrato sindical
debe depositarse, en todo caso, en el Ministerio de Trabajo, a más tardar
quince (15) días después de su rma. La duración, la revisión y la extinción del
contrato sindical se rigen por las normas del contrato individual de trabajo”.

De acuerdo con la Corte Suprema de Justicia, el contrato sindical constituye una
especie de vínculo sui generis, diferente del contrato de trabajo subordinado. A juicio
de esta Corporación:

“(...) las diferencias entre el contrato de trabajo y el contrato sindical son
entonces muy notorias. En el primero, quien se ha comprometido a prestar el
servicio o a ejecutar la labor convenida debe actuar personalmente y queda
sujeto a la dependencia directa de la persona que los remunera como
contraprestación, y queda ésta obligada a pagarle los salarios y las
prestaciones sociales a que tenga derecho. En el contrato sindical solo le
interesa a quien pidió la prestación del servicio o la ejecución de la obra que
estos se realicen conforme a lo pactado y les es indiferente que sean unas u
otras las personas que en concreto laboren para el cumplimiento de lo
contratado. Solo responde frente al sindicato por el pago cabal del precio
estipulado como contraprestación.”1

Por su parte, el Decreto 1429 de 2010 caracterizó el contrato sindical como un
contrato colectivo laboral solemne, nominado y principal, cuya celebración y
ejecución se ejerce en desarrollo de la libertad sindical, con autonomía administrativa
e independencia nanciera de la organización sindical. Asimismo, estableció la
obligación de contar con un reglamento por cada contrato en la que se
determinarán, entre otros aspectos, las condiciones de selección de los aliados
partícipes, la distribución del valor del trabajo, las garantías en materia de seguridad
social y salud ocupacional y los mecanismos de resolución de controversias.

Posteriormente, el Decreto 36 de 2016 modicó y adicionó artículos del Decreto Único
No. 1072 de 2015 precisó diferentes elementos del régimen aplicable al contrato
sindical, entre ellos, la exigencia de existencia previa de la organización sindical, la
autorización de la asamblea, la acreditación de capacidad administrativa y nanciera,
la constitución de cauciones, la obligación de la empresa y del sindicato, el depósito
del contrato y la obligación de rendir información a los aliados vinculados a su
ejecución.

En este sentido, mediante la sentencia T - 457 de 2011 la Corte Constitucional explicó
que los aliados partícipes no tienen un contrato de trabajo con el sindicado,
precisamente toda vez que no existe entre ellos una relación de subordinación. Al
respecto, señaló:

“El aliado partícipe durante la ejecución del contrato sindical compone el
sindicato y se encuentra en un plano de igualdad con éste frente a la
distribución de los ingresos provenientes del contrato, al punto que recibe
compensaciones y son sujetos de ciertas deducciones, las cuales para todos

1 Corte Suprema de Justicia. Sentencia SL 3086-2021 Radicación n.° 79229. Magistrado Ponente: Jorge
Luis Quiroz.

sus efectos se asimilan al concepto de salario, de acuerdo con lo denido en
la asamblea de aliados, en el reglamento y en el contrato sindical.

Quiero ello decir que entre el sindicato y los aliados partícipes no existe
como tal una relación empleador-trabajador, pues si se viera desde la
óptica contraria comprometería gravemente el derecho de sindicalización
en Colombia (artículo 39 Superior), toda vez que quienes se agrupan para
defender sus intereses laborales en contra del empleador, resultaría a su
vez detentando la gura de patrono a través de la persona jurídica que
constituye el sindicato, situación que resulta ser un contrasentido”2
(Subraya fuera del texto)

Teniendo en cuenta lo anterior, un elemento esencial del contrato sindical es la
relación de igualdad que debe existir entre el sindicato y sus aliados partícipes, lo
que no permite que el primero pueda ser entendido como un empleador ordinario o
como un simple intermediario entre estos y el verdadero beneciario del trabajo.

En esta misma sentencia, la Corte Constitucional también señaló que el contrato
sindical tiene como propósito promover el derecho a la negociación colectiva, a la
promoción del derecho de asociación sindical y a generar empleos más dignos para
los aliados. En palabras de la Corte:

“Como está regulado el contrato colectivo sindical en nuestro país, se busca
promover el derecho a la negociación colectiva, a la promoción del derecho
de asociación sindical y a generar múltiples empleos más dignos para los
aliados, en procura de dar una dinámica a la actividad sindical. Así mismo,
busca mitigar el fenómeno de la tercerización reinante en Colombia,
evitando de tal forma la deslaboralización de la relación de trabajo o que
el empleador acuda a otras formas de contratación como cooperativas,
outsourcing o contratos de prestación de servicios, para solucionar
determinadas necesidades del servicio. Entonces, podemos armar que dicho
contrato que se encuentra en pleno auge, marca una pauta de transición
hacia una contratación directa de los trabajadores por las empresas, y más
aún, propende por garantizar a los aliados partícipes las mínimas
condiciones en materia de seguridad social” Subraya fuera del texto.

De igual manera, el Consejo de Estado mediante sentencia del 6 de julio de 2015 al
estudiar la legalidad del Decreto 1429 de 2010, señaló que la función económica o la
función del contrato sindical está dada para:

2 Corte Constitucional. Sentencia T- 457 de 2011. Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas



Gaceta del Congreso  1170	 Lunes, 31 de agosto de 2026	 Página 3

“la prestación de servicios o la ejecución de obras sin ánimo de libro con sus
propios aliados, realizado en ejercicio de la libertad sindical, con autonomía
administrativa e independencia nanciera por parte del sindicato o de los
sindicatos (...) son objetivos del contrato sindical, entre otros: mejorar los
ingresos para los aliados a la organización promoviendo el bienestar
social, brindar participación activa a los sindicalizados en el desarrollo y
sostenibilidad de las empresas, promover el trabajo colectivo o grupal
motivando la contratación colectiva, crear conanza y transparencia en las
relaciones de la empresa o empleador con los sindicatos y sus aliados, y ser
aliados en la productividad y calidad”3 Subraya fuera del texto.

b. El contrato sindical como mecanismo de intermediación laboral.

A pesar de los diferentes pronunciamientos de las tres Altas Cortes sobre la
naturaleza jurídica y las condiciones para la suscripción de esta modalidad
contractual, la experiencia acumulada durante los años permite advertir que el
contrato sindical ha sido utilizado en determinados contextos como un mecanismo
de intermediación laboral, particularmente para atender de manera permanente
actividades propias del objeto misional de empresas y entidades.

En este contexto, resulta relevante la prohibición establecida por el artículo 63 de la
Ley 1429 de 2010, que impidió a las Cooperativas de Trabajo Asociado fueran utilizadas
para desarrollar actividades misionales permanentes cuando ello implicaría la
afectación de los derechos constitucionales, legales y prestacionales de los
trabajadores. Con esta medida, el legislador buscó cerrar uno de los principales
medios mediante los cuales se había desarrollado la intermediación laboral bajo
esquemas asociativos.

Sin embargo, la restricción de las CTA no signicó la desaparición de las prácticas de
tercerización laboral a través de esquemas asociativos. Por el contrario, la evidencia
disponible permite advertir que, a partir de este momento, se produjo un crecimiento
signicativo en la utilización del contrato sindical, gura que había sido concebida
como un instrumento para promover el trabajo colectivo, el bienestar de los
trabajadores y la generación de empleo.

3 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Consejero ponente: LUIS
RAFAEL VERGARA QUINTERO Bogotá, 6 de julio de 2015. Radicación número:
11001-03-25-000-2010-00240-00(2019-10)

De esta manera, los sindicatos pararon de cumplir una función de representación y
defensa de los intereses de sus aliados a asumir funciones relacionadas con la
administración de contratos, trabajadores y recursos derivados de la prestación de
servicios a terceros.

De acuerdo con Bedoya et al (2023) “el sindicato se convierte en una empresa de
gestión de recursos humanos que busca la productividad empresarial y no el
bienestar de los trabajadores”4. Esta transformación resulta particularmente
preocupante porque desnaturaliza la función constitucional de las organizaciones
sindicales, con efectos reales sobre la estabilidad y las condiciones laborales de los
aliados, así como el ejercicio efectivo del derecho a la asociación sindical.

En este orden de ideas, cuando en el marco de un contrato sindical la empresa
beneciaria asume materialmente la gestión de los trabajadores, impartiendo
directrices, organizando el trabajo y ejerciendo funciones de subordinación, se
congura una relación laboral directa entre la empresa y los aliados, mientras que el
sindicato termina desempeñando una función meramente de intermediación, se
desnaturaliza completamente el n de esta gura.

Esta problemática ha sido reconocida de manera expresa por la Sala de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, cuya jurisprudencia ha establecido límites
frente a la utilización del contrato sindical comomecanismo de tercerización:

De un lado, en la sentencia SL 3086-2021, la Corte reconoció que el contrato sindical
puede constituir un mecanismo legítimo dentro de las formas de organización
empresarial y de ejercicio de la libertad sindical. Sin embargo, estableció un límite
inequívoco frente a su utilización fraudulenta. Al respecto, la Sala señaló:

“los contratos sindicales no pueden convertirse en meros artilugios jurídicos, a
partir de los cuales se da un verdadero proceso de suministro de personal
para las actividades naturales, permanentes y misionales de la empresa, que
convierte a las organizaciones sindicales en simples intermediarias y que
desformaliza y precariza el empleo”5

5 Corte Suprema de Justicia. Sentencia SL 3086-2021 Radicación n.° 79229. Magistrado Ponente: Jorge
Luis Quiroz.

4 Bedoya. María Rocío. (2023). El contrato sindical como estrategia de tercerización laboral ilegal en
Colombia. Universidad de Antioquia.

De otro lado, en la sentencia SL 1174 - 2022, indicó lo siguiente sobre la aplicación del
principio de la realidad sobre las formas contenida en el artículo 53 de la Constitución
Política, a saber:

“En esta dirección, si bien el contrato sindical podría ser un mecanismo
legítimo para suplir ciertas y concretas demandas de servicios, lo cierto es
que si la relación triangular se usa con la intención de deslaboralizar a los
trabajadores y suplir actividades misionales permanentes, la reacción del
orden jurídico, a la luz del principio de la realidad sobre las formas, es declarar
el contrato de trabajo con el ente contratante y, conforme al artículo 5.º del
Decreto 2127 de 1945, reputar al falso contratista como un simple o puro
intermediario. Es oportuno destacar que dicho principio está reconocido en la
Constitución Política -artículo 53- como un mandato según el cual debe
privilegiarse la realidad empírica, material y objetiva en la que se desarrolla el
trabajo, sobre las formalidades pactadas por los intervinientes de la relación
(CSJ SL4330-2020).”6

Teniendo en cuenta lo anterior, resulta necesario precisar que, si bien la celebración
de contratos sindicales por parte de entidades pública o empresas privadas
constituye una gura jurídicamente permitida, su utilización no puede amparar
prácticas dirigidas a ocultar verdaderas relaciones laborales ni atender, mediante
intermediación, actividades permanentes y misionales de la empresa o entidad
beneciaria.

c. Cifras del contrato sindical.

De conformidad con la base de datos suministrada por el Ministerio del Trabajo en
respuesta a un derecho de petición, entre 2015 y febrero de 2026 se registraron un
total de 25.483 contratos sindicales a nivel nacional, de los cuales el 93%
corresponden a contratos suscritos en el sector público.

6 Corte Suprema de Justicia. Sentencia SL1174-2022 Radicación 84079. Magistrado Ponente:

Categoría N.° de contratos Participación
Sector público 23.702 93,01%
Sector privado 1.630 6,40%

Mixto / sin clasicar 151 0,59%
TOTAL 25.483 100%

Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio del Trabajo en respuesta a derecho de petición.
La evolución anual evidencia que el uso de esta gura ha sido signicativo y
sostenido, con los mayores niveles de contratación registrados en 2023 (2.998
contratos), 2021 (2.899) y 2022 (2.612).

Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio del Trabajo en respuesta a derecho de petición.

Como se observa en la gráca, la utilización del contrato sindical presenta una
concentración particularmente en el sector público de la salud. Del total de los
contratos registrados durante este periodo, 22.293 corresponden a salud pública,
equivalentes al 87.5% del total nacional.

De acuerdo con la investigación de Bedoya et al (2023), de los 9706 contratos
sindicales inscritos ante el Ministerio del Trabajo entre 2010 y 2019, el sector público
de la salud concentra la amplia mayoría de los mismos, con un 93%.

Tomado de Bedoya et al (2023)
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La persistencia de esta concentración resulta especialmente relevante para el análisis
de la presente iniciativa, teniendo en cuenta que las Empresas Sociales del Estado y
los Hospitales Públicos desarrollan actividades indispensables para garantizar la
prestación del servicio de salud. En efecto, la investigación adelantada por Bedoya et
al (2023) encontró que las 10 entidades con mayor número de contratos sindicales
entre 2010 y 2019 eran ESE y en conjunto, concentraban 4.616 contratos equivalentes
al 47.5% del total nacional registrado.

Al adelantar el análisis por departamento, los autores encontraron que entre 2010 y
2019 de los 32 departamentos, 22 registraron la suscripción de contratos sindicales. El
departamento del Amazonas es el que menos contratos sindicales tiene suscritos con
un total de 3, mientras que el Valle del Cauca se suscribieron alrededor de 4510
contratos, seguido de Antioquia con 1498.

Tomado de Bedoya et al (2023)

d. Necesidad de iniciativa legislativa.

La utilización del contrato sindical como unmecanismo de intermediación laboral no
constituye únicamente un problema de naturaleza contractual. Sus efectos recaen
directamente sobre las condiciones laborales de las personas que desarrollan sus
actividades bajo esta modalidad, particularmente cuando la gura es utilizada para
atender de manera permanente necesidades propias de la empresa o entidad
beneciaria.

En la investigación realizada por Bedoya et al (2023), se documentan diferentes tipos
de afectaciones relacionadas con los derechos laborales individuales, entre ellas, el
salario, la estabilidad laboral, el pago de prestaciones sociales, la seguridad social y la
protección frente a los riesgos laborales.

Uno de los hallazgos más relevantes corresponde a situaciones en las que personas
vinculadas mediante contrato sindical desarrollaban las mismas funciones que
trabajadores contratados directamente, pero bajo condiciones laborales y salariales
diferentes.

Esta práctica va en contravía directa con el principio a trabajo igual salario igual, el
cual ha sido desarrollado ampliamente por la jurisprudencia constitucional:

“El principio “a trabajo igual, salario igual” corresponde a la obligación para el
empleador de proporcionarles a sus trabajadores una remuneración acorde
con las condiciones reales del trabajo. Es decir, una que provenga de la
observación de elementos objetivos y no de consideraciones subjetivas,
caprichosas o arbitrarias. Así pues, quienes ocupan el mismo cargo,
desarrollan las mismas funciones y demuestran tener las mismas
competencias o habilidades para cumplir con la tarea que se les ha
encomendado, deben percibir la misma remuneración, toda vez que no
existen, en principio, razones válidas para tratarlos de forma distinta”7

De esta manera, la utilización del contrato sindical puede generar una diferenciación
laboral injusticada entre trabajadores que realizan funciones equivalentes, no
necesariamente por razones objetivas relacionadas con la naturaleza de la actividad o
los requisitos técnicos y profesionales para poder desempeñar, sino por la modalidad
de contratación.

La investigación también identica un impacto directo sobre el derecho a la libertad
sindical, al documentar situaciones en las que la aliación al sindicato se convierte en
una condición necesaria para acceder al empleo. Los autores señalan que, bajo estas

7 Corte Constitucional. Sentencia T-369 de 2016. Magistrado Ponente: María Victoria Calle

circunstancias, se afecta tanto la libertad positiva de aliarse libremente como la
libertad negativa de retirarse de la organización.

Esta circunstancia resulta especialmente grave porque invierte la nalidad
constitucional del derecho de asociación sindical. La aliación sindical debe ser una
decisión libre de los trabajadores orientada a la defensa colectiva de sus intereses y
no una condición impuesta, explícita o implícitamente, para acceder o conservar una
fuente de trabajo.

De acuerdo con la Corte Constitucional el derecho de asociación sindical contenido
en los artículos 39 y 55 de la Constitución Política consiste:

“en la libre voluntad o disposición de los trabajadores para constituir
organizaciones permanentes que los identique y los una en defensa de los
intereses comunes de la profesión u ocio que ejercen, sin autorización previa
de carácter administrativo o la injerencia o intervención del Estado o de los
empleadores”8

A ello se suma que la investigación encontró que, en organizaciones creadas o
especializadas en la celebración de contratos sindicales, la negociación colectiva
pierde relevancia y el sindicato puede terminar concentrando su actividad en la
gestión de los contratos y en la administración de los trabajadores. Los autores
señalan que, en estos casos, no se presentan pliegos de peticiones ni estrategias de
negociación en favor de los aliados, mientras el sindicato asume como función
principal la gestión de la relación con la empresa.

Esta problemática adquiere una dimensión aún mayor en el sector público de la
salud, que concentra la mayor parte de los contratos sindicales registrados en el país.
Allí, las consecuencias de la utilización indebida de esta gura no recaen únicamente
sobre las condiciones laborales de quienes prestan el servicio, sino que pueden incidir
sobre la estabilidad del talento humano y, por esa vía, sobre la calidad y continuidad
de la prestación de un servicio público esencial.

Por ello, la eliminación progresiva del contrato sindical debe entenderse también
como una medida de formalización y protección del talento humano en salud,
dirigida a que las necesidades permanentes de personal de las instituciones sean
atendidas mediante formas de vinculación que correspondan a la realidad del trabajo
y reconozcan integralmente los derechos de quienes lo realizan.

8 Corte Constitucional. Sentencia T -457 de 2021.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, la necesidad legislativa se justica por tres
razones acumulativas:

1. El marco vigente descansa fuertemente en normas jurídicas reglamentarias
vía decretos y en litigiosidad ex post. Aunque los decretos colocan
salvaguardas, persiste un espacio de ambigüedad e incentivos para estructurar
relaciones triangulares que erosionan protecciones propias del trabajo
subordinado.

2. La jurisprudencia muestra que, cuando el contrato sindical se usa para
reemplazar empleo directo en funciones misionales permanentes, la
corrección exige declarar el contrato laboral con el verdadero empleador y
reputar intermediario al contratista aparente. El problema práctico es que esa
corrección suele operar tras procesos largos, con costos probatorios y de
acceso a la administración de justicia.

3. El principio de primacía de la realidad tiene jerarquía constitucional y su
ecacia depende de diseños normativos que reduzcan la simulación
contractual y eleven el costo institucional de la evasión.

Por lo anterior, esta iniciativa legislativa constituye un deber estatal de protección del
trabajo en todas sus modalidades; el mandato de promover negociación colectiva y
concertación; y, la existencia de mecanismos institucionales de diálogo social
(comisión permanente tripartita) que permiten tramitar reformas laborales con
legitimidad y reducción de conictividad.

Siendo esta una respuesta normativa orientada a asegurar que la utilización del
contrato sindical se ajuste a los mandatos constitucionales de protección del trabajo,
primacía de la realidad y respeto por los derechos laborales, al tiempo que establece
una ruta gradual, razonable y jurídicamente sustentada para impedir su uso desviado
comomecanismo de intermediación laboral o deslaboralización.

Se trata, en consecuencia, de una iniciativa que busca fortalecer la coherencia del
ordenamiento jurídico, proteger de manera efectiva a las personas trabajadoras y
dotar al Estado de instrumentos normativos más claros para enfrentar prácticas
incompatibles con el carácter social del trabajo reconocido por la Constitución.

IV. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES.

CONSTITUCIONALES.

La presente iniciativa encuentra sustento en diversos mandatos constitucionales que
consagran el trabajo como un valor fundante del Estado Social de Derecho y obligan
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al Estado a garantizar condiciones laborales dignas, la protección efectiva de los
trabajadores y la prevalencia de la realidad sobre las formas jurídicas.

En primer lugar, el artículo 1 de la Constitución Política dene a Colombia como un
Estado Social de Derecho fundado, entre otros principios, en el trabajo y la dignidad
humana. Esta disposición impone al legislador el deber de adoptar medidas dirigidas
a impedir que las distintas modalidades de contratación sean utilizadas para
desconocer derechos laborales mínimos o para precarizar las condiciones de quienes
prestan sus servicios.

En igual sentido, el artículo 2 establece como nes esenciales del Estado garantizar
la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.
Este mandato comprende la obligación de adoptar mecanismos normativos que
permitan prevenir la utilización abusiva de guras jurídicas cuando estas terminan
afectando derechos fundamentales de los trabajadores.

El artículo 25 reconoce el trabajo como un derecho y una obligación social que goza,
en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Esta protección no se
limita a garantizar el acceso al empleo, sino que comprende la obligación de asegurar
condiciones dignas y justas de trabajo, evitando esquemas de contratación que
desdibujen la relación laboral o faciliten la evasión de las obligaciones propias del
empleador.

Especial relevancia tiene el artículo 53, que incorpora el principio de primacía de la
realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones
laborales. Conforme a este principio, cuando en la práctica concurren la prestación
personal del servicio, la subordinación y la remuneración, existe una relación laboral
con independencia de la denominación contractual utilizada. La Corte Constitucional
y la Corte Suprema de Justicia han reiterado que este principio constituye un criterio
de interpretación obligatorio y un instrumento para evitar la simulación o el fraude en
materia laboral. Precisamente, la presente iniciativa desarrolla legislativamente dicho
mandato constitucional al establecer mecanismos que permitan impedir el uso del
contrato sindical como instrumento de intermediación laboral.

Por otra parte, el proyecto respeta plenamente la libertad sindical, reconocida en el
artículo 39 de la Constitución. La propuesta no limita la existencia de las
organizaciones sindicales ni restringe su derecho de asociación, organización o
representación de los trabajadores. Lo que se busca es evitar que una institución
propia del derecho colectivo del trabajo sea utilizada con nes distintos a aquellos

para los cuales fue concebida, particularmente cuando sirve para ocultar verdaderas
relaciones de trabajo subordinado.

Igualmente, la iniciativa armoniza con los artículos 55 y 56, que garantizan la
negociación colectiva y promueven los mecanismos de concertación laboral. La
eliminación progresiva prevista en el proyecto se acompaña de un régimen de
transición y de la formulación de una política pública de formalización laboral,
precisamente para garantizar que el proceso se desarrolle mediante instrumentos de
diálogo social y sin afectar la continuidad de los servicios.

Finalmente, el proyecto desarrolla el mandato contenido en el artículo 48, conforme
al cual corresponde al Estado garantizar el derecho irrenunciable a la seguridad
social. La utilización indebida del contrato sindical ha generado, en numerosos casos,
dicultades para el reconocimiento de prestaciones sociales, cotizaciones al Sistema
de Seguridad Social y demás garantías laborales. En consecuencia, la intervención
legislativa resulta constitucionalmente legítima al fortalecer los mecanismos de
protección de estos derechos.

En ese orden de ideas, la presente iniciativa constituye un desarrollo de los principios
del Estado Social de Derecho, de la protección constitucional del trabajo, de la
primacía de la realidad sobre las formas y de la obligación estatal de garantizar
condiciones laborales dignas, sin desconocer la libertad sindical ni la autonomía de
las organizaciones de trabajadores.

LEGALES.

La presente iniciativa desarrolla y complementa el marco jurídico vigente en materia
de contratación sindical, formalización laboral e inspección del trabajo, con el
propósito de impedir que el contrato sindical sea utilizado como mecanismo de
intermediación laboral en contravía de los principios constitucionales.

En primer lugar, el Código Sustantivo del Trabajo, en sus artículos 482 y siguientes,
regula el contrato sindical como una institución propia del derecho colectivo del
trabajo, concebida para la prestación de servicios o ejecución de obras por parte de
organizaciones sindicales. Asimismo, el artículo 23 establece los elementos
esenciales del contrato de trabajo —prestación personal del servicio, subordinación y
remuneración—, los cuales sirven de fundamento para la aplicación del principio de
primacía de la realidad cuando dichos elementos se presentan con independencia
de la forma contractual utilizada.

De igual manera, el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo regula la gura
del contratista independiente y ha servido como fundamento para parte del
desarrollo jurisprudencial sobre la naturaleza del contrato sindical. Sin embargo, la
propia jurisprudencia ha precisado que dicha gura no puede utilizarse para ocultar
relaciones laborales subordinadas ni para suministrar personal destinado a
desarrollar actividades permanentes o misionales.

En desarrollo de estas disposiciones, el Decreto 1429 de 2010, posteriormente
incorporado al Decreto Único Reglamentario 1072 de 2015 y modicado por el
Decreto 36 de 2016, estableció requisitos de funcionamiento, control y
responsabilidad para los contratos sindicales. No obstante, la experiencia práctica ha
demostrado que la regulación reglamentaria ha sido insuciente para evitar el uso
indebido de esta gura comomecanismo de intermediación laboral, razón por la cual
resulta necesaria una intervención legislativa.

Asimismo, la iniciativa se articula con la Ley 1610 de 2013, que fortaleció el Sistema de
Inspección, Vigilancia y Control del Trabajo y estableció los Planes de Formalización
Laboral como instrumento para promover la vinculación directa de los trabajadores
cuando se identiquen esquemas de tercerización indebida. Precisamente, el
régimen de transición previsto en este proyecto incorpora dichos planes como
mecanismo para garantizar una sustitución gradual del contrato sindical por formas
de contratación compatibles con la Constitución y la ley.

La propuesta también desarrolla los compromisos internacionales asumidos por
Colombia en materia de protección del trabajo y libertad sindical, particularmente los
Convenios 87 y 98 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), raticados
mediante las Leyes 26 y 27 de 1976, los cuales reconocen la libertad sindical y la
negociación colectiva, pero no amparan la utilización de guras jurídicas destinadas a
desconocer derechos laborales mínimos ni a eludir las obligaciones propias del
empleador.

En consecuencia, la presente iniciativa no suprime el derecho de asociación sindical
ni modica la naturaleza constitucional de las organizaciones sindicales. Su nalidad
consiste en adecuar el régimen legal a los desarrollos constitucionales y
jurisprudenciales sobre la primacía de la realidad, fortalecer la inspección del trabajo,
promover la formalización laboral y garantizar que el contrato sindical conserve su
naturaleza como institución del derecho colectivo, evitando su utilización como
mecanismo de intermediación laboral o de deslaboralización

V. CONFLICTOS DE INTERÉS.

Según lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, corresponde al ponente
de un Proyecto de Ley enunciar las posibles circunstancias en las que se podría
incurrir en conicto de interés por parte de los congresistas que participen de la
discusión y votación del Proyecto de Ley. En ese sentido, señala el artículo 1º de la Ley
2003 de 2019 lo siguiente:

ARTÍCULO 286. Régimen de conicto de interés de los congresistas. Todos
los congresistas deberán declarar los conictos de intereses que pudieran
surgir en el ejercicio de sus funciones. Se entiende como conicto de interés
una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto
legislativo o artículo, pueda resultar en un benecio particular, actual y
directo a favor del congresista.

a) Benecio particular: aquel que otorga un privilegio o genera
ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina
obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de
los ciudadanos. Modique normas que afecten investigaciones
penales, disciplinarias, scales o administrativas a las que se
encuentre formalmente vinculado.

b) Benecio actual: aquel que efectivamente se congura en las
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el
congresista participa de la decisión.

c) Benecio directo: aquel que se produzca de forma especíca
respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera
permanente, o parientes dentro del segundo grado de
consanguinidad, segundo de anidad o primero civil.

El proyecto que se pone a consideración del Honorable Congreso de la República, se
trata de una norma de carácter general y abstracta, que no congura un benecio
particular, actual y directo para ningún congresista. Sin embargo, es deber de cada
congresista evaluar y declarar, de manera individual, si llegara a existir alguna
circunstancia especíca que pueda generar un impedimento en su participación,
garantizando así la transparencia y la imparcialidad en el trámite legislativo.

VI. IMPACTO FISCAL.
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Ahora bien, es preciso recordar que el Congreso de la República tiene la posibilidad
de incluir en el trámite legislativo órdenes o disposiciones que impliquen ciertos
costos o gastos, sin que ello signique adición o modicación del Presupuesto
General de la Nación. Ello bajo el entendido de que está en cabeza del Gobierno
decidir si se incluyen o no en el presupuesto anual las apropiaciones requeridas para
materializar el deseo del legislativo.

La Corte Constitucional lo expresó en Sentencia C-508 de 2008 en los siguientes
términos:

“El Congreso tiene la facultad de promover motu propio proyectos de ley que
decreten gastos, sin que ello implique adicionar o modicar el Presupuesto,
por cuanto esas leyes solamente constituyen el título para que luego el
Gobierno decida si incluye o no las apropiaciones respectivas en el proyecto de
ley anual de presupuesto que se somete a consideración del Congreso. Lo que
no puede es consagrar un mandato para la inclusión de un gasto, es decir,
establecer una orden de imperativo cumplimiento. Por su parte, está vedado
al Gobierno hacer gastos que no hayan sido decretados por el Congreso e
incluidos previamente en una ley. En otras palabras, el Congreso tiene la
facultad de decretar gastos públicos, pero su incorporación en el presupuesto
queda sujeta a una suerte de voluntad del Gobierno, en la medida en que
tiene la facultad de proponer o no su inclusión en la ley”.

En este orden de ideas se tiene que el presente proyecto de ley no vulnera la
Constitución en cuanto su intención no es conminar u ordenar de manera imperativa
un gasto.

VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES.

Para la discusión de la presente iniciativa en primer debate, se proponen las
siguientes modicaciones al texto radicado:

TEXTO RADICADO Texto propuesto para primer debate
en Comisión VII del Senado de la

República

Observaciones

Artículo 6. Prohibición del contrato
sindical. Con el n de garantizar la
protección del trabajo decente,
prevenir la precarización laboral y
asegurar la transición ordenada hacia

Artículo 6. Eliminación progresiva
del contrato sindical. Prohibición
del contrato sindical. Con el n de
garantizar la protección del trabajo
decente, prevenir la precarización

Se hace un ajuste al título
del artículo para
garantizar una mayor
coherencia con el
contenido del mismo.

esquemas de vinculación compatibles
con la Constitución y la ley,
establézcase la eliminación progresiva
del contrato sindical conforme a las
siguientes reglas:

1. A partir de la promulgación de
la presente Ley, se prohíbe la
celebración de nuevos
contratos sindicales.

2. Los contratos sindicales que se
encuentren en ejecución al
momento de la promulgación
de la presente Ley deberán
liquidarse y darse por
terminados en un plazo
máximo de tres (3) años.

3. Dentro del mismo término, las
entidades o empresas que
cuenten con esta modalidad
de contratación deberán
formular e implementar un
Plan de Formalización
Progresiva de conformidad con
lo establecido en el Capítulo II
de la Ley 1610 de 2013, el cual
deberá ser presentado al
Ministerio del Trabajo, donde
se garantice la vinculación
directa de las personas que
hasta ese momento
desarrollan el objeto del
contrato, así como la
continuidad del servicio.

En ningún caso, la terminación o
prohibición del contrato sindical
constituirá justa causa para la
desvinculación de los trabajadores
aliados a las agremiaciones
sindicales que venían prestando sus
servicios, quienes deberán ser

laboral y asegurar la transición
ordenada hacia esquemas de
vinculación compatibles con la
Constitución y la ley, establézcase la
eliminación progresiva del contrato
sindical conforme a las siguientes
reglas:

1. A partir de la promulgación de
la presente Ley, se prohíbe la
celebración de nuevos
contratos sindicales.

2. Los contratos sindicales que
se encuentren en ejecución al
momento de la promulgación
de la presente Ley deberán
liquidarse y darse por
terminados en un plazo
máximo de tres (3) años.

3. Dentro del mismo término, las
entidades o empresas que
cuenten con esta modalidad
de contratación deberán
formular e implementar un
Plan de Formalización
Progresiva de conformidad
con lo establecido en el
Capítulo II de la Ley 1610 de
2013, el cual deberá ser
presentado al Ministerio del
Trabajo, donde se garantice la
vinculación directa de las
personas que hasta ese
momento desarrollan el
objeto del contrato, así como
la continuidad del servicio.

En ningún caso, la terminación o
prohibición del contrato sindical
constituirá justa causa para la
desvinculación de los trabajadores
aliados a las agremiaciones

priorizadas en los procesos de
vinculación directa de las empresas o
entidades beneciarias en el marco
de los planes de formalización que se
adopten como consecuencia de esta
Ley.

Parágrafo 1. Durante el periodo de
transición no podrá incrementarse el
número de personas vinculadas
mediante contratos sindicales.

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6)
meses siguientes a la promulgación
de la presente Ley, el Gobierno
nacional reglamentará las medidas de
transición, garantizando la protección
de los derechos de las personas
trabajadoras, la continuidad en la
prestación de los servicios y la
reconversión de los esquemas de
vinculación laboral conforme a los
principios constitucionales del trabajo.

sindicales que venían prestando sus
servicios, quienes deberán ser
priorizadas en los procesos de
vinculación directa de las empresas o
entidades beneciarias en el marco
de los planes de formalización que se
adopten como consecuencia de esta
Ley.

Parágrafo 1. Durante el periodo de
transición no podrá incrementarse el
número de personas vinculadas
mediante contratos sindicales.

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6)
meses siguientes a la promulgación
de la presente Ley, el Gobierno
nacional reglamentará las medidas
de transición, garantizando la
protección de los derechos de las
personas trabajadoras, la continuidad
en la prestación de los servicios y la
reconversión de los esquemas de
vinculación laboral conforme a los
principios constitucionales del
trabajo.

Artículo 10. Derogatorias. A partir del
inicio de la fase de eliminación
prevista en el numeral 3 del artículo 6
de la presente ley.

Artículo 10. Derogatorias. A partir
del inicio de la fase de eliminación
prevista en el numeral 3 del artículo 6
de la presente ley.

Se elimina este artículo
por técnica legislativa

Artículo 11. Vigencias. La presente ley
rige a partir de su promulgación.

Artículo 10 11. Vigencias. La presente
ley rige a partir de su promulgación.

Se ajusta la numeración

VIII. PROPOSICIÓN.

En atención a las consideraciones anteriormente expuestas, se presenta PONENCIA
POSITIVA, y se solicita respetuosamente a los integrantes de la Comisión Séptima
Constitucional Permanente del Senado de la República dar primer debate al
Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado “Por medio de la cual se prohíbe el uso
indebido del contrato sindical como mecanismo de intermediación laboral, se
establece su eliminación progresiva y se adoptan medidas para la protección
del talento humano en salud”, conforme al texto propuesto.

Del Honorable Senador,

DUVALIER SÁNCHEZ ARANGO
Senado de la República
Partido Alianza Verde
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN SÉPTIMA
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA REPÚBLICA

Proyecto de Ley No. 070 de 2026 Senado
Por medio de la cual se prohíbe el uso indebido del contrato sindical como

mecanismo de intermediación laboral, se establece su eliminación progresiva y
se adoptan medidas para la protección del talento humano en salud

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar la protección de los
derechos laborales en la ejecución de contratos sindicales en aplicación del principio
de primacía de la realidad y se establece un régimen de transición para su
eliminación progresiva dentro del ordenamiento jurídico.

De igual manera, se adoptan disposiciones especícas para el sector salud, orientadas
a garantizar la transición del modelo de contratación del talento humano hacia
formas de vinculación que aseguren condiciones laborales dignas y justas.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente ley se aplican a
todos los contratos sindicales celebrados en el territorio nacional, con independencia
de la naturaleza jurídica de las partes.

Su aplicación no podrá interpretarse como una restricción al derecho de asociación
sindical.

Artículo 3. Aplicación del principio de primacía de la realidad. De conformidad con
el artículo 53 de la Constitución Política y el artículo 23 del Código Sustantivo del
Trabajo, cuando en la ejecución de un contrato sindical se conguren, respecto de las
personas que prestan el servicio, los elementos materiales propios de una relación de
trabajo, tales como la prestación personal del servicio por parte del trabajador, la
subordinación o dependencia y la remuneración, prevalecerá la aplicación del
principio de primacía de la realidad sobre las formas adoptadas por las partes.

La vericación de dichos elementos por parte de la autoridad de inspección,
vigilancia y control dará lugar a la adopción inmediata de medidas preventivas y
correctivas, a la imposición de las sanciones administrativas a que haya lugar y,
cuando corresponda, a la remisión de las actuaciones a las autoridades judiciales

competentes para el reconocimiento de derechos individuales o la declaratoria
judicial del vínculo laboral.

En los eventos en que el juez competente determine la existencia de una relación
laboral encubierta, se deberá reconocer de manera integral los derechos laborales
individuales y colectivos causados durante la ejecución del contrato, incluyendo el
pago de salarios, prestaciones sociales, aportes al Sistema de Seguridad Social
Integral, indemnizaciones y demás derechos reconocidos en la legislación laboral
vigente.

Artículo 4. Prohibición de uso indebido del contrato sindical. Se prohíbe la
celebración o ejecución de contratos sindicales como mecanismo de intermediación
laboral, suministro de personal o encubrimiento de relaciones de trabajo
dependiente, especialmente cuando se utilicen para atender actividades
permanentes, misionales o estructurales de la entidad o empresa beneciaria.

El incumplimiento de esta disposición dará lugar a:

1. La imposición de sanciones administrativas por parte del Ministerio del
Trabajo, en el marco de sus competencias legales.

2. La adopción de medidas preventivas y correctivas orientadas a cesar la
conducta infractora, así como para garantizar la protección de los derechos de
los trabajadores vinculados mediante esta gura.

3. La remisión de las actuaciones a las autoridades judiciales competentes,
cuando haya lugar al reconocimiento de derechos individuales o a la
declaratoria judicial de la relación laboral.

Artículo 5. Responsabilidad solidaria. Sin perjuicio de la responsabilidad prevista
para las organizaciones sindicales en el ordenamiento jurídico vigente, la entidad,
empresa o persona beneciaria del servicio responderá solidariamente por las
obligaciones laborales, prestacionales y de seguridad social que se causen cuando el
contrato sindical haya sido utilizado de manera indebida para encubrir relaciones de
trabajo subordinado o para suministrar personal en contravención de la presente ley,
en los términos que determine la autoridad competente.

Artículo 6. Eliminación progresiva del contrato sindical. Con el n de garantizar la
protección del trabajo decente, prevenir la precarización laboral y asegurar la
transición ordenada hacia esquemas de vinculación compatibles con la Constitución
y la ley, establézcase la eliminación progresiva del contrato sindical conforme a las
siguientes reglas:

4. A partir de la promulgación de la presente Ley, se prohíbe la celebración de
nuevos contratos sindicales.

5. Los contratos sindicales que se encuentren en ejecución al momento de la
promulgación de la presente Ley deberán liquidarse y darse por terminados
en un plazo máximo de tres (3) años.

6. Dentro del mismo término, las entidades o empresas que cuenten con esta
modalidad de contratación deberán formular e implementar un Plan de
Formalización Progresiva de conformidad con lo establecido en el Capítulo II
de la Ley 1610 de 2013, el cual deberá ser presentado al Ministerio del Trabajo,
donde se garantice la vinculación directa de las personas que hasta ese
momento desarrollan el objeto del contrato, así como la continuidad del
servicio.

En ningún caso, la terminación o prohibición del contrato sindical constituirá justa
causa para la desvinculación de los trabajadores aliados a las agremiaciones
sindicales que venían prestando sus servicios, quienes deberán ser priorizadas en los
procesos de vinculación directa de las empresas o entidades beneciarias en el
marco de los planes de formalización que se adopten como consecuencia de esta
Ley.

Parágrafo 1. Durante el periodo de transición no podrá incrementarse el número de
personas vinculadas mediante contratos sindicales.

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente
Ley, el Gobierno nacional reglamentará las medidas de transición, garantizando la
protección de los derechos de las personas trabajadoras, la continuidad en la
prestación de los servicios y la reconversión de los esquemas de vinculación laboral
conforme a los principios constitucionales del trabajo.

Artículo 7. Política Pública de formalización laboral del talento humano en salud.
Con el objetivo de garantizar la transición del talento humano en salud hacia formas
de vinculación compatibles con las disposiciones constitucionales y jurisprudenciales
en materia dignicación laboral, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio del
Trabajo y el Ministerio de Salud y Protección Social, adoptarán dentro de los doce (12)
meses siguientes a la promulgación de la presente ley, una política pública orientada
a la formalización laboral dentro del sector salud.

La formulación de esta política deberá adelantarse mediante procesos de
concertación con organizaciones representativas del talento humano en salud,
entidades prestadoras del servicio y demás actores que conforman el sector. La
política deberá contener comomínimo los siguientes lineamientos:

I. Criterios para el acceso, permanencia, ascenso y movilidad de los trabajadores
de la salud, bajo criterios de mérito y transparencia.

II. Lineamientos para la sustitución progresiva de formas de vinculación no
laborales o indirectas, incluyendo órdenes de prestación de servicios y
contratos sindicales, por esquemas de contratación directa que garanticen el
reconocimiento pleno de los derechos laborales.

III. Incentivos y reconocimientos para personal que labore en zonas rurales, de
difícil acceso o en condiciones de alta complejidad.

IV. Programas de bienestar, salud mental y seguridad laboral, enfocados en la
prevención de riesgos ocupacionales y el apoyo al personal en casos de
agotamiento físico o emocional (burnout).

V. Equidad de género y no discriminación, con políticas especícas para proteger
derechos laborales de las mujeres y otros grupos vulnerables dentro del sector.

VI. Mecanismos para garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de
salud durante la implementación de los procesos de formalización laboral,
evitando afectaciones en la atención a los usuarios.

Parágrafo. La implementación de la Política Pública deberá garantizar la protección
de los derechos adquiridos por los trabajadores de la salud y orientarse al
mejoramiento de las condiciones laborales que fomenten la calidad, eciencia y
permanencia del talento humano en el sector.

Artículo 8. Inspección, vigilancia y control. El Ministerio del Trabajo fortalecerá los
mecanismos de inspección, vigilancia y control orientados a vericar el cumplimiento
de lo dispuesto en la presente ley, priorizando sectores con alto uso de contratos
sindicales.

Artículo 9. Reglamentación. El Gobierno nacional reglamentará la presente ley
dentro de los seis (6) meses siguientes a su promulgación.

Artículo 10. Vigencias. La presente ley rige a partir de su promulgación.

Del Honorable Senador,

DUVALIER SÁNCHEZ ARANGO
Senado de la República
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN 
SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE SENADO DE LA REPÚBLICA DEL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 56 DE 2026 SENADO, 230 DE 2025 CÁMARA

por medio del cual se establece la obligatoriedad de la tarjeta de residencia como requisito para la 
inscripción en los concursos de méritos destinados a proveer empleos públicos de carrera que se 

encuentren vacantes en el departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y se 
dictan otras disposiciones.
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